
 

8 de febrero 

 

 

Infraestructura 
 

Boletín de Prensa 
 
 
El panel fue moderado por Roby Senderowitsch, de la OCDE, quien articuló las 
intervenciones de cuatro personalidades destacadas en el tema. 

En primera instancia Adriana de Almeida, Directora del Centro de 
Transporte Sustentable, destacó que las ciudades han privilegiado el uso de 
vehículos automotores individuales por encima del uso del servicio público de 
transporte. Esta situación ha rebasado la capacidad gubernamental para atender 
la problemática del transporte. El Estado no debe perder su papel de rector y 
debe fomentar modelos diferentes con otros sistemas de transporte 
complementario.  

A continuación, Gustavo Saltiel, Ingeniero Senior del Agua en el 
Departamento de Desarrollo Sustentable para América Latina del Banco 
Mundial, abordó la situación de los organismos operadores de agua potable en 
México. Resaltó las insuficiencias que estas instancias tienen tienen en general 
y las disparidades en su servicio y calidad. Esta situación provoca que la gente 
más pobre consuma agua de pipas en vez de entubada pagando un costo 
mucho más alto por un producto de menor calidad. En cuanto a los modelos a 
seguir indicó, que los organismos operadores públicos han demostrado que 
pueden ser muy eficientes, pero es necesario que tengan mayor financiamiento 
y asistencia técnica.  

Por su parte, Alejandro Chacón, Coordinador de Asesores de la SCT, se 
refirió a que el país cuenta ya con un mínimo de infraestructura. El gobierno 
federal ha ido cambiando su papel en la generación de ésta, pasando de ser el 
operador directo a asumir un papel más de promotor y regulador. En este 
sentido el papel del sector privado una vez bien definidos los contratos puede 
ser exitoso bajo una adecuada regulación estatal.  

Finalmente, Zeferino Torreblanca, Gobernador del Estado de Guerrero, 
hizo hincapié en la necesidad de fortalecer el presupuesto de los municipios por 
la vía de proyectos conjuntos entre estos y el Estado. En este tenor propuso 
hacer una gran bolsa de proyectos que consideren las prioridades de los 
estados y de los municipios. Esta medida puede ayudar a limitar el manejo 
político del presupuesto desde la federación y evitar la dispersión de recursos. 
 
 
 
 
 
 


